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La Metamorfosis de la Cuestión Social

Capítulo 8: La nueva cuestión social


La cuestión de la exclusión es un efecto de un derrumbe de la condición salarial.


O bien solo existen “problemas sociales” particulares, una pluralidad de dificultades que hay que enfrentar una a una


O bien hay una cuestión social y esta es la cuestión del estatuto del sector asalariado, porque el salariado ha llegado a estructurar nuestra formación social casi totalmente.


Hoy en día la novedad no consiste solo en el repliegue del crecimiento ni siquiera en el fin del empleo casi pleno. El trabajo es más que el trabajo y por lo tanto el no trabajo es más que el desempleo, lo que no es poco decir.


Este es un período incierto de transición hacía una inevitable reestructuración de las relaciones de producción: habría que cambiar algunas costumbres para encontrar una configuración estable. Se trataría de una mutación completa de nuestra relación con el trabajo y, en consecuencia, de nuestra relación con el mundo: habría que inventar una nueva manera de habitar este mundo o resignarse al apocalipsis.


Plan de trabajo: tratar de apreciar la magnitud exacta de los cambios que se han producido en los últimos 20 años y luego apreciar el alcance de las medidas tomadas para encararlos.


Una ruptura de trayectoria


Es posible que lo que ha hecho fundamentalmente la “crisis” haya sido barrer con cierta representación del progreso: la creencia en que el mañana sería mejor que hoy y que se puede confiar en el futuro para mejorar la propia condición.


Esta representación de la historia es indisociable de la valorización del papel del Estado. Este Estado a medida que cobraba fuerza se elevó en la ambición de conducir el progreso. Es en el ideal socilademócrata donde el Estado social se postula como principio de gobierno de la sociedad, como fuerza motriz que debe hacerse cargo del mejoramiento progresivo de la condición de todos.


Interesa ahora indagar en qué medida la Francia de principios de la década de 1970 se acercó a la realización de esta forma organizativa. Resulta necesario proceder a una evaluación crítica de la posición que se tenía entonces en esta trayectoria ascendente que parecía llevar a un futuro mejor.


Los supernumerarios


Sea cuales fueran las “causas”, la conmoción que afectó a la sociedad a principios de la década de 1970 se puso de manifiesto, en primer lugar, a través de la transformación de la problemática del empleo. Las cifras son conocidas hoy: más del 12% de la población activa esta desocupada. Pero el empleo es solo la manifestación  más visible de una transformación profunda de la coyuntura del empleo. La precarización del trabajo es otra característica, menos espectacular, pero sin duda más importante. El contrato de trabajo por tiempo indeterminado esta perdiendo su hegemonía. Esta condición abarcaba en 1975 al 80 % de la población activa, hoy abarca solo al 65%. “El núcleo de la fuerza de trabajo”, los hombres de 30 a 49 años ya en 1988, más de la mitad había sido contratado en un estatuto particular.


Este proceso parece irreversible. No sólo la mayoría de las nuevas contrataciones se realizan de esta manera, sino que también se redujo la cantidad de los contratos por tiempo indeterminado. La diversidad y discontinuidad de las formas de empleo están reemplazando el paradigma del empleo hegemónico y estable.


¿Por qué decimos que se trata de un fenómeno tan importante, y sin duda incluso más importante que el ascenso del desempleo?. No para trivializar la gravedad del desempleo. Pero el énfasis en esta precarización del trabajo permite comprender los procesos que nutren la vulnerabilidad social, y , en última instancia, generan el desempleo y la desafiliación.


El desempleo no es una burbuja que se ha formado en las relaciones de trabajo y que podría reabsorberse. Empieza a estar claro que la precarización del empleo y el desempleo se ha inscrito en la dinámica actual de la modernización. Son las consecuencias necesarias de los nuevos modos de estructuración del empleo y la lucha por la competitividad, que efectivamente convierten en sombra a gran parte del mundo.


Lo que hoy corre el riesgo de ser cuestionado totalmente es la estructura misma de la relación salarial.


“Hoy vemos que la producción sobre pedido, la respuesta inmediata a las coyunturas del mercado, se convirtieron en los imperativos categóricos del funcionamiento de las empresas competitivas. Para asumirlos, la empresa podía recurrir a la subcontratación (flexibilidad externa) o formar a su personal con flexibilidad y polivalencia para hacer frente a toda la gama de situaciones nuevas (flexibilidad interna) Flexibilidad es una manera de denominar esta necesidad de que el trabajador moderno se ajuste a una tarea puntual.


La empresa de los años de crecimiento constituyó una matriz organizativa básica de la sociedad salarial. Estructuró agrupamientos humanos relativamente estables, ubicándolos en un orden jerárquico de posiciones interdependientes. El crecimiento permitía en cierta medida la movilidad profesional y la promoción social de los asalariados. La “crisis” redujo o suprimió estos márgenes de maniobra y los “logros sociales” se convirtieron en obstáculos para la movilización general decretada en nombre de la competitividad.


La empresa es sin duda la fuente de la riqueza nacional. Pero hay que añadir que la empresa funciona también, y aparentemente más, como una máquina de vulnerabilizar, e incluso como una máquina de excluir. Y esto, doblemente.


En el seno mismo de la empresa, el curso hacia la eficacia y la competitividad supone la descalificación de los menos aptos. “El gerenciamiento participativo” exige la movilización de pericia no sólo técnicas sino también sociales y culturales, que van a contrapelo con la cultura profesional de la mayoría de los asalariados. Así en la búsqueda de flexibilidad interna, la formación permanente puede funcionar como una selección permanente. El resultado es la invalidación de los “trabajadores que envejecen”, con demasiados años o no lo bastante formados como para el reciclamiento.


Pero la empresa también fracasa en su función integradora de los jóvenes. Al elevar el nivel de calificaciones exigidas para el ingreso, desvaloriza a una fuerza de trabajo incluso antes de que haya entrado en servicio. Jóvenes que hace veinte años se habría integrado sin problemas en la producción, se encuentran condenados a errar de pasantía en pasantía. Así los jóvenes se sienten tentados a buscar en otra parte. De ello resulta sobre todo que los jóvenes realmente no calificados corren el peligro de no tener ninguna alternativa de empleo, puesto que los lugares a los que podrían aspirar son ocupados por otros, más calificados que ellos.


Desde el punto de vista de la democracia, es legítimo e incluso necesario atacar el problema de la “baja calificación”. Hoy en día, no todo el mundo es calificado y competente, y la elevación del nivel de formación sigue siendo un objetivo esencial, pero este imperativo democrático no debe disimular un problema nuevo y grave: la posible inempleabilidad de los calificados.


Sería injusto atribuir a la empresa toda la responsabilidad de esta situación. Toda la historia de las relaciones de trabajo demuestra por otra parte que es imposible exigir a los empleadores que además “hagan lo social”. Resulta ingenuo creer que la empresa podría hacerse cargo de los riesgos de fractura social que deriven de su funcionamiento. Después de todo, las empresas más competitivas son a menudo las más selectivas. Esto es una manera de decir que una política que tenga por objetivo dominar los efectos de la degradación de la condición salarial y yugular el desempleo no podría basarse exclusivamente en la dinámica de las empresas y las virtudes del mercado. Las numerosas medidas del tipo de la ayuda en la contratación, la reducción de las cargas sociales, etc. han demostrado el carácter extremadamente limitado de sus efectos.


Buscar la salvación por la empresa es equivocarse de registro. La empresa expresa la lógica del mercado, de la economía. En ese plano, el margen de maniobra es estrecho, pues una sociedad no puede ignorar el mercado. Pero si bien es suicida ir “contra” el mercado, no se sigue que haya que abandonarse a él. La problemática de la cohesión social no es la problemática del mercado; la solidaridad no se constituye en términos de competitividad  y rentabilidad. Una voluntad política podría quizá encuadrar y circunscribir el mercado par que la sociedad no sea triturada por su funcionamiento. No puede delegar su  propio mandato en la empresa salvo que se piense no sólo que “lo que es bueno para la General Motors es bueno para EEUU”, sino también que basta para asegurar la cohesión de toda la sociedad.


El problema actual no es sólo el que plantea la constitución de una “periferia precaria” sino también el de “la desestabilización de los estables”. El proceso de precarización atraviesa algunas de las zonas antes estabilizadas del empleo. La precarización del trabajo es un proceso central, regido por las nuevas exigencias tecnológico-económicas de la evolución del capitalismo moderno.


Desde el ángulo del trabajo, se pueden distinguir tres puntos de cristalización de esta cuestión. En primer lugar, la desestabilización de los estables. Una parte de la clase obrera integrada y de los asalariados de la pequeña clase media corre el peligro de caer. Sin duda el equilibrio de nuestra estructura social se juega en el futuro de esos estratos, que no están ni en lo alto ni en la base de la pirámide social. Lo cual confirma que no basta con tratar la cuestión social a partir de sus márgenes y de contentarse con denunciar “la exclusión”.


El segundo rasgo específico de la situación actual consiste en la instalación en la precariedad. El trabajo fortuito representa una nebulosa de contornos inciertos, pero que tiende a autonomizarse. Toda la población parece relativamente empleable para tareas de corta duración, de algunos meses o semanas, y más fácilmente aún despedible.. Hay una movilidad hecha de alternancias de actividad e inactividad, de oportunidades provisionales sin certidumbre del mañana. La precariedad como destino. Un empleo discontinuo y literalmente insignificante que no puede servir de base para la proyección de un futuro manejable. Así, ha vuelto al primer plano de la escena social una obligación muy antigua impuesta a lo que hoy llamaríamos el pueblo: “vivir al día”.


En la coyuntura actual, parece emerger un tercer orden de fenómenos, más inquietante. La precarización del empleo y el aumento del desempleo constituyen sin duda la manifestación de un déficit de lugares ocupables en la estructura social, si entendemos por “lugar” una posición con utilidad social y reconocimiento público. Trabajadores “que envejecen”, que ya no encuentran sitio en el proceso productivo, jóvenes en busca de su primer empleo, que vagan de pasantía en pasantía, desempleados durante largos lapsos: ellos ocupan una posición de supernumerarios, flotan en una especie de tierra de nadie social, no integrados y sin duda initegrables.


Esta inutilidad social los descalifica también en el plano cívico y político. A diferencia de los grupos subordinados de la sociedad industrial, explotados pero indispensables (idem Feimman), éstos no gravitan en el curso de las cosas. Podría sorprender que un desastre como el que constituyen 3,5 millones de desocupados (en Francia) no haya desencadenado ningún movimiento social de alguna amplitud. Cuando uno ha edificado su identidad social sobre una base que se desmorona, es difícil hablar en nombre propio, aunque sea para decir no.


Quizás se podrían sintetizar estas transformaciones recientes diciendo que se ha perdido la identidad por el trabajo. En la sociedad industrial, sobre todo para las clases populares, el trabajo funciona como un “gran integrador”. Hay integración familiar. Hay integración escolar, integración profesional, etc, pero el trabajo funciona como la integración de las integraciones.


Resulta difícil media la reciente degradación de esas funciones integradoras del trabajo. He propuesto una hipótesis general para explicar la complementariedad de lo que ocurre sobre un eje de integración por el trabajo ( inserción relacional fuerte, empleo precario, expulsión del empleo) con la densidad de la inscripción relaciones en redes familiares y de sociabilidad ( inserción relacional fuerte, fragilidad relacional, aislamiento social). Estas conexiones califican zonas de diferente densidad de las relaciones sociales: zona de integración, zona de vulnerabilidad, zona de asistencia, zona de exclusión o más bien de desafiliación.


La familia en general se ha vuelto cada vez más vulnerable al convertirse en una estructura cada vez más “democrática”. En otras palabras, la familia tiende a convertirse en una estructura relacional cuya consistencia depende en lo esencial de la calidad de las relaciones entre los miembros.  A una vulnerabilidad de la estructura familiar casi reducida a la administración de su capital relacional se puede añadir una vulnerabilidad especial de las familias expuestas a una pérdida de estatuto social y a la precariedad económica debida a la degradación de la condición salarial. Pero quedaría por demostrar cómo se articulan estos planos.


Sería  posible analizar lo que he denominado “la desafiliación” para demostrar que no necesariamente  equivale a una ausencia completa de vínculos, sino también a la ausencia de inscripción del sujeto en estructuras dadoras de sentido. A los jóvenes desocupados lo que les falta no es tanto comunicación con los otros como la existencia de proyectos a través de los cuales las interacciones adquieran sentido.


La inserción o el mito de Sísifo


Hay que ser sensibles a la transformación de las modalidades de intervención del Estado. Formulemos en pocas palabras el sentido del cambio, antes de intentar la declinación de sus matices: el cambio signa el pasaje desde políticas llevadas a cabo en nombre de la integración, hasta políticas conducidas en nombre de la inserción. Llamo “políticas de integración” a las animadas por la búsqueda de grandes equilibrios, de la homogeneización de la sociedad a partir del centro.


Aquí interpretare las políticas de inserción a partir de sus diferencias con las políticas de integración. Las políticas de inserción obedecen a una lógica de discriminación positiva: se focalizan en poblaciones particulares y zonas singulares del espacio social y despliegan estrategias específicas. Esto ocurre a partir de la constatación de que ciertos grupos o lugares están en una situación deficitaria. En realidad, padecen un déficit de integración, como los habitantes de los barrios desheredados, los desertores escolares, las familias mal socializadas, los jóvenes mal empleados o inempleables. Las políticas de inserción pueden entenderse como un conjunto de empresas de elevación del nivel para cerrar la distancia con una integración lograda. Pero hoy en día surge la sospecha de que los considerable esfuerzos realizados desde hace unos quince años en tal dirección no han modificado fundamentalmente en nada la observación de que tal vez estas poblaciones sea, a pesar de todo, en la coyuntura actual, sencillamente inintegrables. Esta es la eventualidad que hay que mirar cara a cara.


El nacimiento oficial de las políticas de inserción puede datarse en principios de la década de 1980. Tres informes diseñaron sus dominios propios y sus metodologías. Tenían que ver con ciertas categorías de la población, sobre todo los jóvenes. Estas políticas de inserción al principio fueron puntuales e improvisadas, sólo pretendían ser provisionales. Pero su consolidación progresiva indica la instalación en lo provisional como régimen de existencia.


¿Qué puede ser una inserción social que no desemboque en una inserción profesional, es decir en la integración?. Una condena a la inserción perpetua. ¿Qué es un insertado permanente?. Alguien a quien no se abandona por completo, a quien se acompaña en su situación presente, tejiendo en torno de él una red de actividades, iniciativas, proyectos. Así, en ciertos servicios sociales vemos desarrollarse una verdadera efervescencia ocupacional. Estos esfuerzos de ningún modo deben subestimarse. Es el honor de una democracia no resignarse al abandono completo de un número creciente de sus miembros cuyo único crimen es ser “inempleables”. Pero estas tentativas tienen algo de patéticas. Recuerdan el trabajo de Sísifo empujando su roca, que siempre vuelve a caer por la pendiente en el momento de alcanza la cima, pues es imposible calzarla en un lugar estable.


El éxito del ingreso mínimo de inserción consistiría en su autodisolución, con la transformación de su clientela de sujetos a  sujetos integrados. Ahora bien, la cantidad de beneficiarios directos se ha duplicado desde los primeros años de aplicación del sistema, y alcanza hoy a cerca de 800.000 personas. Pero muchos de ellos, la inserción ya no es una etapa sino que se ha convertido en un estado.


La inserción como estado representa una modalidad muy curiosa de existencia social. En situación de inserción estas personas tienen un estatuto intermedio entre la exclusión y la inserción definitiva.


De modo que las políticas de inserción parecen no haber logrado conducir a una parte importante de su clientela a través de la transición hacia la integración, según su vocación original. Esta constatación no las condena, pues por el momento contribuyeron a evitar lo peor. Además, en la actual coyuntura económica y social , resulta particularmente difícil reintegrar al régimen común a quienes ya han quedado al margen o son débiles por su ambiente de origen y sus condiciones de vida. Pero entonces hay que añadir que esas políticas tuvieron también otra función, que no era la manifiesta. Contribuyeron a “calmar al tonto”.


La crisis del futuro


Los períodos perturbados son una suerte para los “hacedores de proyectos”, como se decía en el siglo XVIII: Pero yo tengo la intención de proponer el mío. Si bien la pretensión de predecir el futuro es absurda, sí podemos señalar las eventualidades que lo comprometen en sentidos diferentes. Para simplificar, me atendré a cuatro de estas eventualidades.


1.- La primera posibilidad es que continúe acentuándose la degradación de la condición salarial observable desde la década de 1970. Esta sería la consecuencia directa de la aceptación sin mediaciones de la hegemonía del mercado.


Pero hay también una hybris del mercado, que hace ingobernable a una sociedad totalmente sometida a sus leyes. El mercado es el estado natural de la sociedad, pero el deber de las elites consiste en establecer un Estado Cultural. Sin normas jurídicas en las sociedades vuelve la jungla. El mercado autorregulado es en sentido estricto inaplicable, porque no incluye ninguno de los elementos necesarios para fundar un orden social. En cambio, puede destruir el orden preexistente. 


Si se permitiera que las leyes del mercado reinaran de modo absoluto, advendría una forma de lo peor cuya figura no podemos perfilar, pero que  sin duda no incluiría las condiciones mínimas para constituir una sociedad de semejantes.


2.-Una segunda eventualidad consistiría en tratar de conservar aproximadamente la situación actual, multiplicando los esfuerzos para estabilizarla. 


El Estado no ha agotado todas sus capacidades para controlar los riesgos de que descarrile la situación actual. Podría mejorar su desempeño sin cambiar fundamentalmente el registro de sus intervenciones. Por ejemplo, el ingreso mínimo de inserción podría ser un poco más generoso, y se podrían realizar esfuerzos complementarios para movilizar mejor a los diferentes actores de la inserción. El Estado podría reforzar su rol de garante de la cohesión social con un costo que no sería exorbitante. 


En primer lugar, sería necesario que la situación actual mejorara, se mantuviera o no se degradara demasiado, que la precarización de las condiciones de trabajo no continuara acentuándose al punto de hacer imposible un mínimo de protección a la mayoría de las situaciones de empleo. 

(La exclusión no es una ausencia de relación social sino un conjunto de relaciones sociales particulares con la sociedad como un todo. No hay nadie que este fuera de la sociedad sino un conjunto de posiciones cuyas relaciones con su centro son más o menos lazas: ex trabajadores víctimas del desempleo prolongado, jóvenes que no encuentran trabajo, poblaciones más escolarizadas, mal consideradas. Los excluidos suelen ser vulnerables que hacían equilibrios sobre la cuerda floja y que cayeron. Los excluidos se encuentran desafiliados y este término es más adecuado que excluidos: han sido des-ligados, pero siguen bajo la dependencia del centro.)

3.- La tercera opción posible reconoce que el trabajo ha perdido su posición central, que el salariado se ha degradado, y trata de encontrarle escapatorias, compensaciones o alternativas. La inteligencias más atentas al futuro han descubierto incluso que el trabajo termino, o poco menos, y que es el momento de buscar en otra parte para no carecer de lo que hoy en día se inventa. 

Por empezar, se dirá, si uno acepta apartarse del modelo de la sociedad salarial y sus rigideces, hay una gran panoplia de empleos posibles. Por ejemplo, esos innumerables servicios de ayuda a las personas, asistencia a ancianos, niños, ayuda doméstica, etc.

Por lo tanto, no se cuestionará que existe “yacimientos de empleos” insospechados. Pero si la crisis actual es una crisis de la integración  por el trabajo, la explotación salvaje de esos yacimientos no podría resolverla. Incluso podría agravarla. Cuando el empleo se reduce a una “mercadización” de servicios, ¿en qué se convierte la sociedad salarial?. Un conglomerado de baby-sitters, de camareros de Mac Donald´s o de empaquetadores en los supermercados, ¿hacen una “sociedad”?. Dicho esto sin ningún desprecio por las personas sino para interrogarse sobre las condiciones que convierten al empleo en vector de la dignidad de la persona. Una sociedad “con plena actividad” no es sin embargo una sociedad con plena dignidad.

Lo que funda la dignidad social de un individuo no es necesariamente el empleo asalariado, ni siquiera el trabajo, sino su utilidad social, es decir, la parte que asume en la producción de la sociedad.

Las reacciones de quienes no tienen trabajo demuestran que el trabajo sigue siendo una referencia no sólo económica sino también psicológica, cultural y simbólicamente dominante. Las dos terceras partes de los beneficiarios del ingreso mínimo de inserción solicitan como primera prioridad un empleo. Podemos comprenderlos. Si no hacen nada reconocido, no son nada.

4.- La cuarta opción posible: procurar una redistribución de los “recursos escasos” generados por el trabajo socialmente útil. Esta eventualidad no debe confundirse con una restauración de la sociedad salarial. La sociedad salarial es una construcción histórica que sucedió a otras formaciones sociales, y no es eterna. No obstante, puede seguir siendo una referencia viva porque realizó un montaje inigualado de trabajo y protecciones.

La sociedad salarial es la formación social que llevó a conjurar en gran medida la vulnerabilidad de masas, y a asegurar una gran participación en los valores sociales comunes. En otras palabras, la sociedad salarial es la base sobre la que reposa cualquier democracia de tipo occidental.

La alternativa más rigurosa exigiría que todos los miembros de la sociedad conservaran un vínculo estrecho con el trabajo socialmente útil. La fuerza de esta posición se basa en el hecho de que el trabajo sigue siendo el fundamento principal de la ciudadanía, en tanto que ésta tiene, hasta que se demuestre lo contrario, una dimensión económica y una dimensión social. Por lo tanto, en la sociedad contemporánea, para la mayor parte de sus miembros, es el fundamento de su ciudadanía económica. Está asimismo en el origen de la ciudadanía social.

Pero esta construcción no puede seguir funcionando como esta.

Si sigue habiendo supernumerarios y aumenta de nuevo la vulnerabilidad de masas, ¿cómo escapar al riesgo de que la situación degenere a menos que se distribuyan de alguna manera esos “recursos escasos” en que se han convertido el trabajo productivo y las protecciones mínimas a fin de evitar la instalación en la precariedad y e la generalización de la cultura de lo aleatorio?

Hay que entender las propuestas de reparto del trabajo como la respuesta más lógica a esta situación: hacer que cada uno encuentre, conserve o recobre un lugar en el continuum de las posiciones socialmente reconocidas con las cuales se asocian, sobre la base de un trabajo efectivo, condiciones decentes de existencia y derechos sociales. Esta exigencia ¿es concretamente realizable.

Conclusión

El individualismo negativo

El núcleo de la cuestión social consistiría hoy en día, de nuevo, en la existencia de “inútiles para el mundo”, supernumerarios, y alrededor de ellos una nebulosa de situaciones signadas por la precariedad y la incertidumbre del mañana, que atestiguan el nuevo crecimiento de la vulnerabilidad de masas.

No se trata del eterno retorno de la desdicha sino de una metamorfosis completa, que hoy en día plantea de manera inédita la cuestión de enfrentar la vulnerabilidad después de las protecciones.

Se debe tomar como muchas reservas las declaraciones sobre la muerte de la sociedad salarial, sea que se regocijen con esa muerte o que la lamenten. Hay, en primer lugar, un error de análisis sociológico: la sociedad actual es todavía, masivamente, una sociedad salarial.

Hay que tratar de pensar las condiciones de la metamorfosis de la sociedad salarial, más bien que resignarse a su liquidación.

Para esto hay que aplicarse a imaginar en qué pueden consistir las protecciones en una sociedad que se vuelve cada vez más una sociedad de individuos. El hecho de existir como individuo, y la posibilidad de disponer de protecciones, mantienen relaciones complejas entre sí, pues las protecciones derivan de la participación en colectivos.. El actual “individualismo de masas” hace vacilar el frágil equilibrio que logró la sociedad salarial entre la promoción del individuo y la pertenencia a colectivos protectores. La participación en colectivos aseguraba a la vez la identidad social de los individuos y lo que he denominado su protección cercana.

La metamorfosis que tuvo lugar a fines del siglo XVIII puede interpretarse  a partir del encuentro entre estas dos formas de individualismo (el individualismo colectivo: los miles de grupos sociales con los que el sujeto se identificaba, grupos que solo pensaban en sí mismos  y el individualismo negativo: el del vagabundo, definido este individualismo en términos de falta: falta de seguridad, de bienes seguros y vínculos estables). El individualismo  positivo se impuso tratando de recomponer el conjunto de la sociedad sobre una base contractual. Mediante la imposición de esta matriz contractual se pedirá o exigirá que los individuos carecientes actúen como individuos autónomos.

“El contrato de trabajo alberga un estatuto (colectivo), en virtud del sometimiento de ese contrato a un orden público.”

En otros términos, se trataba de un proceso de desindividualización que inscribía al trabajador en regímenes generales, convenciones colectivas, regulaciones públicas del derecho del trabajo y de la protección social. En la sociedad salarial, el mundo del trabajo no forma en sentido estricto una sociedad de individuos sino más bien una superposición jerárquica  de colectividades constituidas sobre la base de la división del trabajo, y reconocidas por el derecho. En la medida en que las nuevas protecciones están inscriptos en sistemas regulatorios jurídicos, no pasan necesariamente por la interdependencia, pero tampoco por las sujeciones, de las relaciones personalizadas, como los son el paternalismo del patrón o los conocimientos recíprocos que movilizan la protección cercana.

Esta articulación compleja de los colectivos, las protecciones y los regímenes de individualización se encuentran hoy en día cuestionada, y de una manera que en sí misma es muy compleja. La segmentación de los empleos, así como el irresistible crecimiento de los servicios, entraña una individualización de los comportamientos laborales totalmente distinta de las regulaciones colectivas de la organización “fordista”. 

La desaparición de los enmarcamientos colectivos y de los puntos de referencia que valían para todos no se limita a las situaciones de trabajo. El propio ciclo de la vida se ha vuelto más flexible, con la prolongación de una “posadolescencia” frecuentemente entregada a la cultura de lo aleatorio, las vicisitudes de una vida profesional más dura y una vida posfrofesional que suele extenderse desde una salida prematura del empleo hasta los límites en continuo retroceso de la cuarta edad. Todo el conjunto de la vida social es atravesado por una especie de desintitucionalización entendida como una desvinculación respecto de los marcos objetivos que estructuran la existencia de los sujetos.

La construcción de un nuevo orden de protecciones, que inscribió a los individuos en colectivos abstractos pudo asegurar sin demasiados tropiezos el pasaje desde la sociedad industrial a la sociedad salarial.

Este modo de articulación del individuo y el colectivo ha sido malogrado por el desarrollo del individualismo y la formación de nuevos modos de individualización.

En tal coyuntura, las formas de administración de lo social se ven profundamente transformadas, y se produce un retorno masivo del recurso al contrato y el tratamiento localizado de los problemas. La contractualización traduce una recomposición del intercambio social de una manera cada vez más individualista.

El poder público es la única instancia capaz de construir un puente entre los dos polos del individualismo, e imponer un mínimo de cohesión social. El recurso es un Estado estratega que redespliegue sus intervenciones para acompañar este proceso de individualización, desactivar los puntos de tensión, evitar fracturas y “repatriar” a quienes han caído debajo de la línea de flotación. Incluso un Estado protector, pues, en una sociedad hiperdiversificada y corroída por el individulaismo negativo, no hay cohesión social sin protección social.

Cuando el buque hace agua, todos deben achicar, pero, en medio de las incertidumbres que hoy en día son múltiples, hay por lo menos algo claro: nadie puede reemplazar al Estado en la dirección de las maniobras para evitar el naufragio, y ésta es por otra parte su función fundamental.

